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Prólogo


 El libro que tiene en sus manos responde inequívocamente a los siempre deseables, y por desgracia no pocas veces desdeñadores, principios cooperativo y colaborativo. En el caso, entre el Parlamento de Canarias, que me honro en representar, y el Tribunal Constitucional, que cumplen esa misión a través de los letrados de ambas instituciones, letrados de prestigio que se han unido para hacer realidad una monografía que repasa cuatro décadas y más de medio centenar de procedimientos en los que se han cruzado los caminos de nuestra Comunidad Autónoma y del tribunal que ejerce como intérprete supremo de la Constitución Española.

Como presidenta del Parlamento de Canarias en la XI Legislatura, es un honor para mí prologar una obra coordinada por dos juristas de gran prestigio. De un lado, el magistrado del Tribunal Constitucional Enrique Arnaldo Alcubilla, catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad Rey Juan Carlos, miembro del Cuerpo de Letrados de las Cortes Generales, antiguo vocal del Consejo General del Poder Judicial y expresidente del Tribunal Administrativo del Deporte, entre otros muchos méritos profesionales. En su dilatada carrera ha trabajado en el Congreso de los Diputados, en la Junta Electoral Central, en la Delegación de las Cortes Generales en la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Universidad, en el Consejo General del Poder Judicial y ahora en el Tribunal Constitucional. o los Tribunales Superiores de Justicia de Canarias y de Castilla y León.

Nuestro letrado-secretario general en la Cámara, Salvador Iglesias Machado, ha sido el otro jurista encargado de realizar la coordinación de esta obra que repasa 40 años de relación judicial entre el TC y Canarias. Doctor en Derecho por la ULPGC y licenciado en Derecho por la ULL; funcionario de carrera del Cuerpo de Letrados del Consejo Consultivo de Canarias y del Parlamento de Canarias; secretario de la Junta Electoral de Canarias, y profesor de Derecho en la UNED y la ULL, entre otros méritos acreditados durante su larga trayectoria profesional en instituciones canarias como el Consejo Consultivo, el Gobierno regional, la Audiencia de Cuentas, el Tribunal Superior de Justicia o el propio Parlamento.

Ambos coordinadores son también autores y coautores de numerosas publicaciones en el ámbito jurídico, y también de esta obra, lo que garantiza que «La Comunidad Autónoma de Canarias ante el Tribunal Constitucional: 1982-2022» formará parte de la bibliografía imprescindible para conocer de forma rigurosa la relación de Canarias con el Tribunal Constitucional desde 1982 hasta el pasado año 2023. Aquí podrán descubrir análisis jurídicos objetivos de todos los conflictos que han unido al Tribunal Constitucional y al Parlamento de Canarias. Leyes controvertidas, cuestiones de inconstitucionalidad y recursos de amparo que letrados de ambas instituciones explican en estas páginas de una forma clara, detallada, didáctica y objetiva.

Esta obra comenzó con más de 10.000 folios de procedimientos que fueron ordenándose por materias hasta separarse en 17 categorías: función pública, medio ambiente y ordenación del litoral, turismo, aguas, energía, urbanismo y vivienda, Radio Televisión Canaria, calidad agroalimentaria, leyes de medidas, Policía Local, actividades clasificadas y espectáculos, universidades, régimen local, patrimonio cultural, entidades de crédito, amparos parlamentarios o economía y hacienda.

Los asuntos que más controversia jurídica han generado en estos 40 años han sido las cuestiones relacionadas con la función pública, protagonista de dieciséis de las sentencias analizadas, y con economía y hacienda, base de otras veinte sentencias comentadas en esta obra.

El trabajo de los letrados que participan en este libro permitirá a los lectores conocer a fondo los procesos constitucionales relacionados con normas canarias con rango de ley sobre cuestiones como la ordenación del litoral, impuestos sobre la electricidad, Régimen Económico y Fiscal (REF), ordenación del territorio, impuesto sobre los depósitos bancarios, el IGIC, el Arbitrio sobre la Importación y Exportación, aguas o la Zona Especial Canaria, entre otros muchos asuntos de interés.

Este repaso histórico y jurídico sobre 40 años de relación entre la Comunidad Autónoma de Canarias y el Alto Tribunal es una oportunidad única para conocer el contexto, la tramitación y todos los argumentos jurídicos de cuatro décadas de recursos de inconstitucionalidad con origen en nuestro Archipiélago. Una obra única que se convertirá en una herramienta imprescindible para juristas y estudiosos del Derecho.

Astrid Pérez Batista

Presidenta del Parlamento de Canarias






Introducción


 I

Quizás se nos escape alguna de difusión limitada, pero creemos estar en lo cierto si afirmamos que la presente es la primera obra que enmarca la jurisprudencia constitucional en relación con una comunidad autónoma, la de Canarias. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en distintos tipos de procesos en relación con disposiciones y actos afectantes a esta Comunidad: recursos y cuestión de inconstitucionalidad, en relación con leyes autonómicas; conflictos positivos de competencias respecto de distintas disposiciones autonómicas, pero también a través de recursos de amparo en relación con actos sin valor de ley del Parlamento autonómico. Ahora el lector tiene en sus manos ordenada por materias, como después explicaremos, esta jurisprudencia, dictada desde la constitución del Tribunal, allá por 1981 —aunque en relación con Canarias la primera hubo de esperar tres años y, fue la STC 35/1984, de 13 de enero, referida a la acción sobre el precio de las gasolinas de automoción— hasta la actualidad ya bien cumplido el año 2023.

Se ha escrito, incluso se ha insistido, que nuestro Estado autonómico o Estado de las autonomías constitucionalmente reconocidas es, en gran medida, un Estado autonómico jurisprudencial, es decir que, ante el esquema abierto por la Constitución para la distribución de competencias y su distinto grado de concreción, es el Tribunal Constitucional el llamado definir no solo los contornos sino también los centímetros del grado de asunción de la competencia en cada materia por la comunidad autónoma o por el Estado.

La Constitución contiene, en tanto que marco que permite el juego del pluralismo político, los rasgos esenciales de la organización territorial del Estado, rasgos esenciales que han de ser completados, primero en el plano normativo, a través de las normas integrantes del bloque de constitucionalidad y, singularmente, de los estatutos de autonomía y, en último término, a través de la interpretación del conjunto que ha realizado el supremo intérprete de la Constitución que fija la doctrina competencial teniendo en cuenta las reglas de reparto competencial que derivan del art. 149.1 CE y lo previsto en los estatutos de autonomía.

El art. 149.1 CE designa las materias de diversos modos, objeto físico (puertos, aeropuertos, carreteras o ferrocarriles, por ejemplo); sectores económicos (minería, energía, marina mercante, transportes terrestres, pesca marítima); actividades públicas genéricamente definidas (comercio exterior, defensa, relaciones internacionales…) u otras que se definen por su finalidad (protección del medio ambiente, defensa del patrimonio cultural, investigación científica y técnica); servicios públicos singularizados (administración de justicia, régimen aduanero); instituciones jurídicas (expropiación forzosa, responsabilidad de las administraciones públicas, contratos, concesiones administrativas) o disciplinas o ramas del derecho (legislación civil, penal, mercantil...)

Por su parte, la claridad tampoco es completa a la hora de enunciar la titularidad de la determinada función o potestad pública que se asume. Se entremezclan competencias exclusivas, en el sentido de excluyentes (por ejemplo, defensa y fuerzas armadas) con otras definidas por referencia a la función reservada (por ejemplo, la legislación en los ámbitos penal y laboral), con supuestos en los que la materia se reparte entre Estado y comunidades autónomas, y con casos en los que las competencias asumidas por el Estado no excluyen que las mismas se asuman también por las comunidades autónomas. Finalmente, hay títulos competenciales estatales que son habilitaciones para la consecución de determinados fines, como los títulos estatales transversales u horizontales contenidos en las reglas 1 y 13 del art. 149.1 CE.

En cuanto a lo segundo, los estatutos de autonomía tienen, en virtud del denominado principio dispositivo, una función de concreción del alcance de las competencias que asume cada comunidad autónoma, función que además determina su integración en el denominado bloque de la constitucionalidad. El art. 149.1 CE, al referirse a las competencias estatales, cumple una función de límite constitucional a la asunción de competencias por las comunidades autónomas pero no se pronuncia respecto a la cuestión de cuales, dentro de dicho límite, puedan ser éstas.

A partir de lo anteriormente señalado fácilmente se comprende que la intervención del Tribunal Constitucional pueda merecer el calificativo de forzosa, si se atiende a los numerosos aspectos del modelo territorial que eran susceptibles de ser precisados a la luz de la regulación constitucional y estatutaria. Se trata de una función debida u obligatoria, a la vista de la cierta indeterminación de las reglas delimitadoras de las competencias estatales y autonómicas a partir de las que se determina el reparto competencial en las diferentes materias.

Consecuentemente, una de las vertientes de la función del Tribunal Constitucional como interprete supremo de la Constitución ha sido la de ser uno de los principales artífices de la construcción del denominado Estado de las autonomías. Los contenciosos que han enfrentado a las comunidades autónomas con el Estado se han presentado como disputas jurídicas sobre asuntos competenciales que, en cuanto tales, debían ser resueltas por los tribunales de justicia y, muy especialmente, por el Tribunal Constitucional. Eso ha propiciado que, en la resolución de los asuntos ante él planteados, el Tribunal Constitucional haya ido ordenando y concretando el sistema, sentando un cuerpo de doctrina que ha permitido definir numerosos aspectos en relación con la estructura territorial de nuestro Estado que el constituyente había dejado abiertos.

Dicha tarea se ha referido tanto a la concreción de la propia posición institucional de las comunidades autónomas como, sobre todo, al contenido material necesario para hacer efectiva su autonomía política constitucionalmente reconocida. Ámbito en el que el recurso a la doctrina constitucional, aún a pesar de la inevitable heterogeneidad y casuismo de los asuntos que ha tenido que abordar, se ha hecho imprescindible. El sistema de distribución territorial de competencias se ha venido así concretando por obra del Tribunal Constitucional, que desempeña una función capital en tanto que garante del sistema constitucional de distribución de competencias.

Por tanto, la interpretación por el Tribunal Constitucional de las categorías que determinan la distribución de competencias ha sido un factor de gran importancia para la construcción del Estado autonómico hasta el punto de que, sin demérito del desarrollo normativo, puede decirse que nuestro Estado autonómico ha sido construido, principalmente, por el Tribunal Constitucional a través de sus sentencias en las que ha ido sucesivamente configurando un cuerpo doctrinal de reglas y criterios materiales de distribución de competencias a partir del cual, tanto el Estado como las comunidades autónomas han podido entender de forma más precisa los límites de sus respectivas atribuciones. La supeditación de los poderes públicos a la Constitución se ha transformado en sujeción a la doctrina constitucional en su labor de identificar el sentido de los enunciados legales, los cuales han de ser interpretados y aplicados a la luz de lo dispuesto por la Constitución.

Es imprescindible, por tanto, reconocer el papel que ha jugado la doctrina constitucional en ámbitos muy diversos relacionados con la distribución territorial del poder como determinar la compatibilidad entre los principios de unidad y autonomía; la interdicción de las normas meramente interpretativas de las categorías y conceptos constitucionales; los criterios para distinguir los diferentes tipos de competencias y para delimitarlas en relación a cada una de las materias competenciales; la delimitación formal y material del concepto de bases o la interpretación de las cláusulas de supletoriedad y prevalencia del derecho estatal, entre muchas otras cuestiones.

Por otra parte, como los contenidos de esta obra ponen de manifiesto, esa construcción de un cuerpo doctrinal clave para el adecuado funcionamiento de nuestro Estado autonómico se ha producido al hilo de la resolución de casos concretos, en la medida en que la justicia constitucional es justicia rogada. La consecuencia es que la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la distribución territorial del poder es, ante todo, doctrina competencial, pero doctrina competencial que se construye a la luz de las circunstancias y casos concretos, tal como, para el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias, se expone con todo detalle en la presente obra.

II

Las obras colectivas presentan un cierto nivel de complejidad, derivada en primer término de la necesidad de una cierta uniformidad en los diferentes capítulos de manera que la respuesta de los distintos autores sea, salvando pequeñas singularidades, similar, alcanzándose el ideal cuando es inencontrable o indescifrable la autoría misma. En segundo término, la complejidad nace de las cuestiones organizativas ínsitas a toda labor de grupo que requiere aunar personalidades, dedicaciones y tiempos, a fin de cumplir los objetivos trazados ab initio en una obra que es estrictamente de encargo, el que efectuó la Mesa del Parlamento canario al final de la legislatura 2019-2023, aunque no se ha culminado hasta la presente inaugurada en junio de 2023 debiendo dejar expresa constancia del apoyo entusiasta de la nueva Mesa, como pone de relieve la presidenta en el prólogo que antecede a esta introducción.

Pues bien, hemos de confesar un orgullo que para quienes hemos actuado de simples impulsores de la idea y de su desarrollo, en la condición de coordinadores, no ha podido ser más sencilla la tarea. No solo es que no haya habido el mínimo problema de ensamblaje, sino que se cumplieron a rajatabla los criterios metodológicos y hasta, básicamente, los tiempos trazados. Y es que, cuando se cuenta con excepcionales equipos, como el que ha elaborado el presente libro, el éxito está asegurado. Gracias de corazón a todos a quienes citamos por orden alfabético de apellidos, aplicando el viejo aforismo de «tanto monta»: Marta Cabrera Arrate, María Cristina Duce Pérez-Blasco, Pedro Ibáñez Buil, Francisco Javier López Hernández, Jorge Luis Méndez Lima, Juan Ignacio Moreno Fernández y José Ignacio Navarro Méndez. Gracias a todos ellos y por supuesto a la Mesa del Parlamento de Canarias que impulsó y apoyó esta idea que hoy el lector tiene en sus manos.

El libro es fruto del esfuerzo y dedicación de todos ellos, más amplios unos capítulos, más breves otros en razón de la materia asignada cada autor. La mayoría está formada por letrados del Parlamento de Canarias, cuerpo prestigioso y con arraigado reconocimiento no solo en el archipiélago sino también fuera del mismo. La minoría la componen dos letrados del Tribunal Constitucional, ambos con muchos años de trabajo en la casa de la calle Domenico Scarlatti de Madrid, y los dos altísimamente valorados en las distintas composiciones que la Corte ha tenido desde hace más de veinte años.

Aunque esta introducción la escribimos, lógicamente, los dos directores o coordinadores —como prefieran— Salvador Iglesias Machado, un grandísimo jurista y un excepcional amigo, ha tenido la gentileza de concederme el honor de cerrar este introito con unas palabras que salen del corazón, del fondo del corazón. Mis abuelos paternos son asturianos y los maternos burgaleses. Mis padres, nacieron ambos en Madrid, que es mi ciudad. No reniego, todo lo contrario, de asturianía ni de castellanía, pero me reconozco identificado con la canariedad que me ha dado afectos profundos y amistades sinceras, que me ha permitido disfrutar de extraordinarios momentos en Maspalomas, en el Valle de La Orotava, en Tecina y en el parque de Garajonay, en Tirajana y en Santa Cruz de La Palma, en Playa Blanca, en Jandía o en los paisajes volcánicos cerca de Tamaduste, que me ha dado tanto… como dice la canción que compuso Violeta Parra. Sirvan estas líneas de emocionada expresión de integración, en el sentido orteguiano, en una comunidad a la que me siento y me sentiré vinculado —y agradecido— mientras viva, y que me reconoció además con la Medalla del mérito de la Justicia de Canarias.

Enrique Arnaldo Alcubilla

Salvador Iglesias Machado








I Función pública

Jorge Luis Méndez Lima



 Sentencia TC 151/1992, de 19 de octubre


Recurso de inconstitucionalidad 928/1987

Ponente: Luis López Guerra

Materia: Función pública

1. Dictada por el Pleno del Tribunal Constitucional en el recurso de inconstitucionalidad núm. 928/87, interpuesto por el Presidente del Gobierno contra la disposición transitoria novena, apartado 3.º, y, por conexión, contra el inciso primero del apartado 4.º de la misma disposición, de la Ley del Parlamento de Canarias 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria, publicada en el Boletín Oficial de Canarias núm. 40, de 3 de abril de 1987, siendo partes el Parlamento de Canarias y el Gobierno de Canarias.

El objeto del recurso lo constituyen la disposición transitoria novena, apartado 3.º, de la Ley canaria 2/1987 —que establece que «el Consejo de Gobierno convocará asimismo, pruebas especiales de acceso, por un máximo de tres veces para los funcionarios de empleo interinos, nombrados en virtud de convocatorias públicas que hayan superado pruebas selectivas celebradas con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley»— y, por conexión, el apartado 4.º de la misma disposición transitoria, que prevé ciertas posibilidades de acceso a la condición de funcionarios de carrera para «los funcionarios interinos a que se refiere el apartado anterior que no superen las referidas pruebas de acceso». El recurso se funda en que ambas previsiones vulneran lo establecido en la disposición transitoria sexta, apartado 4.º, de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública, así como otros preceptos material y formalmente básicos de la misma ley, uno de cuyos pilares era el de finalizar con el sistema de pruebas restringidas para el acceso a la función pública, estableciendo como medio de selección del personal la convocatoria pública, a través del sistema de concurso, oposición, o concurso-oposición libre, y la prohibición de celebrar nuevos contratos de colaboración temporal en régimen de Derecho administrativo. Aun así, como excepción al mencionado sistema, la disposición transitoria sexta, apartado 4.º, de la misma Ley 30/1984, permite que las Comunidades Autónomas puedan excepcionalmente convocar pruebas restringidas para el personal contratado, con la condición de que dicho personal haya ingresado con anterioridad al 15 de marzo de 1984.

Es ese preciso parámetro temporal el que se estima vulnerado por la disposición de la ley canaria que se recurre, al desplazarlo hasta la entrada en vigor de la propia Ley autonómica, ampliando así indebidamente el referido límite con la consiguiente vulneración de la norma estatal.

2. La alegada infracción constitucional no es directa sino mediata o indirecta, al no derivar directamente de la infracción directa de precepto constitucional alguno, sino de la vulneración por la norma autonómica de lo establecido en diversas disposiciones básicas relativas al régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios (art. 149.1.18.ª CE) previstas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública. Tal hecho obliga a analizar si tal contradicción es efectiva y si la norma básica vulnerada posee en efecto en efecto tal condición, pues solo en la medida en que se den ambas condiciones podrá estimarse la pretensión de inconstitucionalidad formulada por inadecuación o no sujeción de la norma autonómica impugnada al orden constitucional de distribución de competencias.

3. Según la disposición transitoria novena, apartado 3.º, de la Ley de la Función Pública Canaria, «el Consejo de Gobierno convocará asimismo, pruebas especiales de acceso, por un máximo de tres veces para los funcionarios de empleo interinos, nombrados en virtud de convocatorias públicas que hayan superado pruebas selectivas celebradas con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley». Lo que contradice lo dispuesto en la disposición transitoria sexta, apartado 4.º, de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública, según la cual «los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas podrán convocar pruebas específicas para el personal que, al amparo de lo establecido en disposiciones de carácter general promulgadas por las correspondientes Comunidades Autónomas tuviesen, con anterioridad al 15 de marzo de 1984, condición de contratados administrativos en expectativa de acceso a su respectiva Función Pública».

Ambas normas contemplan pues la posibilidad de realizar pruebas especiales o específicas, pero prevén diferente límite temporal. Conforme se ha indicado, en primer lugar se deberá comprobar si la norma del Estado que se invoca como punto de referencia tiene carácter básico y si ha sido dictada con adecuación a la competencia que la Constitución ha reservado al Estado (en este caso, en el apartado 1.18.ª del art. 149 CE); y, en segundo lugar, y si así fuera, si la norma autonómica que se impugna efectivamente contradice o ignora las bases establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias.

4. La disposición transitoria sexta, apartado 4.º, de la Ley 30/1984 no tiene formalmente el carácter de norma básica, al estar excluida de las normas de tal condición en el art. 1.3 de la misma Ley, que no menciona la referida disposición transitoria sexta. Pese a no contar con tal carácter formal, la Abogacía del Estado le atribuye tal condición material, y hasta formal, al constituir una excepción del 19.1 de la misma Ley, pues la excepción a una norma básica ha de selo también. La posición de la Abogacía del Estado es asumida por el Tribunal Constitucional, quien considera que el art. 19.1 de la Ley 30/1984 establece con carácter básico que «las Administraciones Públicas seleccionan su personal, ya sea funcionario, ya sea laboral, de acuerdo con su oferta de empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como el de publicidad». Es decir, atribuye carácter básico al rechazo de las llamadas convocatorias o turnos restringidos en la selección del personal, que no podrán ser puestas en práctica por las Administraciones Públicas autonómicas en la medida que el derecho a la igualdad en el acceso a la función pública constituye una limitación fundamental a la práctica de las pruebas restringidas para el acceso a la función pública, al ser un procedimiento proscrito por el referido precepto constitucional (STC 27/1991, FJ 5.º.c). Por ello mismo, la admisibilidad de las pruebas restringidas, si las hubiera, debe ser verdaderamente excepcional y objeto de una interpretación restrictiva (por ejemplo, ATC 13/1983, FJ 2.º).

Tal es el caso de la disposición transitoria sexta, apartado 4, de la Ley 30/1984, que las reconoce por la necesaria concurrencia de dos requisitos relevantes. Uno, de carácter personal, que se dirijan a quienes tuviesen condición de «contratados administrativos» en expectativa de acceso a su respectiva función pública. Y un segundo, de carácter temporal, que hubieran sido contratados mediante convocatorias públicas con anterioridad al 15 de marzo de 1984.

5. Seguidamente, el Tribunal Constitucional abordó si la norma canaria que se impugna contradice la regla básica de prohibición de convocatorias restringidas y su régimen excepcional (art. 19.1 de la Ley 30/1984 y disposición transitoria sexta de la misma ley).

Por lo que respecta al ámbito subjetivo de los afectados por la norma autonómica, esta se refiere a los «funcionarios de empleo interinos», mientras que la norma estatal hace referencia a los «contratados administrativos». Es decir, la norma autonómica contempla supuestos no recogidos en la norma estatal, sin que quepa incluir bajo la cobertura de la disposición transitoria sexta, 4, de la Ley 30/1984 (que solo se refiere a los «contratados administrativos») a los «funcionarios de empleo interinos» contemplados en la disposición transitoria novena 3 de la Ley autonómica.

Por lo que atañe al requisito temporal, la norma autonómica tampoco se acomoda al criterio exigido por la norma básica. Si en esta la excepción a la exigencia de convocatoria libre se contrae a los contratados administrativos mediante convocatorias públicas anteriores al 15 de marzo de 1984, la ley canaria extiende tal excepción a los que hubieran superado pruebas selectivas con anterioridad a la entrada en vigor de la misma ley (de fecha 30 de mayo de 1987). Lo que contradice las bases estatales sentadas en el art. 19.1 de la Ley 30/1984 y supone vulnerar la distribución competencial recogida en el art. 149.1.18.ª CE.

Todo ello llevó a estimar el recurso interpuesto por la representación del Gobierno frente al apartado 3 de la disposición transitoria novena de la ley canaria, inconstitucionalidad que también se extiende al primer inciso del apartado 4, en cuanto que se remite al apartado 3, al mencionar a «los funcionarios interinos a que se refiere el apartado anterior que no superen las referidas pruebas de acceso», inciso que, por su conexión con la disposición declarada inconstitucional, debió considerarse igualmente como tal.

Sentencia TC 274/2000, de 15 de noviembre


Recurso de inconstitucionalidad 1259/1997

Ponente: Julio Diego González Campos

Materia: Función pública

1. Dictada en recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del Pueblo contra los arts. 36, 37, 41.2 y disposiciones adicionales decimocuarta, decimoquinta, decimosexta, decimonovena, vigesimoprimera, vigesimoquinta y vigesimosexta de la Ley del Parlamento de Canarias 5/1996, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1997 —por vulneración del art. 9.3 CE, el art. 61.1 b) del Estatuto de Autonomía de Canarias, y el art. 21.1 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA)— y contra la disposición adicional vigesimoquinta de la Ley 5/1996, por vulneración del art. 23.2 CE, en relación con el art. 103.3 CE, y el art. 149.1.18.ª CE en relación con la disposición adicional vigesimosegunda de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Administración Pública.

2. Con carácter inicial, el Tribunal Constitucional debió resolver algunas cuestiones previas de índole procesal. La primera, planteada por el Director General del Servicio Jurídico del Gobierno de Canarias, concierne a la desconexión del recurso interpuesto, en su primera parte, con los derechos comprendidos en el Título I de la CE cuya defensa le atribuye el art. 54 del texto constitucional. Cuestión ya resuelta por la STC 150/1990, de 4 de octubre, en el sentido de que los arts. 162.1 a) de la Constitución y 32.1 LOTC «reconocen la legitimación del Defensor del Pueblo para interponer recursos de inconstitucionalidad sin sujetarla a límites o condiciones objetivas de ningún tipo» (FJ 1), pues se le ha reconocido dicha legitimación «no en atención a su interés, sino en virtud de la alta cualificación política que se infiere de su respectivo cometido constitucional» [STC 180/2000, FJ 3].

La segunda tiene por objeto los efectos del cambio legislativo sobrevenido durante el curso de un procedimiento de declaración de inconstitucionalidad. El Tribunal Constitucional paró en el hecho de que durante la tramitación del presente recurso de inconstitucionalidad la disposición adicional vigesimoquinta de la Ley 5/1996 había sido derogada por la Ley del Parlamento de Canarias 8/1998, de 20 de julio, que reconocía de forma implícita que el motivo fundamental de tal derogación era el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del Pueblo. En este caso, el Tribunal Constitucional, conforme a su ya asentada doctrina [según la cual la pérdida sobrevenida de la vigencia del precepto legal impugnado deberá de ser tenida en cuenta para apreciar si la misma conlleva la exclusión de toda la aplicabilidad de la Ley, aunque «la regla general en el ámbito de los recursos de inconstitucionalidad es, pues, que la derogación extingue su objeto» [STC 196/1997, de 13 de noviembre FJ 2)] estimó la pérdida de objeto del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del Pueblo respecto a la disposición adicional vigesimoquinta de la Ley 5/1996 de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997.

3. Por lo que respecta al fondo del asunto, el mismo gira en torno al contenido material de las Leyes de Presupuestos, que el Tribunal Constitucional ha ido elaborando progresivamente —desde la SSTC 27/1981, de 20 de julio, doctrina que fue recopilada y sistematizada en la STC 76/1992, de 14 de mayo— con el siguiente alcance: a) los Presupuestos —en el sentido estricto de previsiones de ingresos y habilitaciones de gastos— y el articulado de la ley que los aprueba integran un todo, cuyo contenido adquiere fuerza de ley (STC 63/1986, FJ 5); b) en materia presupuestaria, el ejercicio del poder legislativo por las Cortes está condicionado por las disposiciones contenidas en los apartados 1, 6 y 7 del art. 134 CE (STC 65/1987, FJ 3), y por las restricciones impuestas a su tramitación parlamentaria por los Reglamentos de las Cortes (STC 27/1981).

Tales «peculiaridades» o «singularidades» derivan no solo del contenido material nuclear de la ley presupuestaria (los gastos e ingresos del sector público estatal) sino del hecho de que la ley de presupuestos es «vehículo de dirección y orientación de la política económica» (STC 27/1981, FJ 2 y 65/1987, FJ 4). Es decir, no es solo una ley de previsiones contables (STC 65/1987, FJ 4), sino que también puede establecer «disposiciones de carácter general en materias propias de la ley ordinaria estatal (con excepción de lo dispuesto en el apartado 7 del art. 134 C.E.) que guardan directa relación con las previsiones de ingresos y las habilitaciones de gastos de los Presupuestos o con los criterios de política económica general en que se sustentan» (STC 63/1986, FJ 12). Tal diferencia permite al Tribunal Constitucional distinguir entre contenido mínimo, necesario e indisponible y contenido eventual de la ley de presupuestos. El primero, está constituido por la expresión cifrada de la previsión de ingresos y la habilitación de gastos; el segundo, puede afectar a materias distintas a ese núcleo mínimo constituido por la previsión de ingresos y la habilitación de gastos (materia conexa), pero que solo tiene cabida dentro de límites estrictos, por lo que ni puede desvirtuar el contenido primordial que caracteriza a dicha ley ni tales materias han de formar necesariamente parte de su contenido, por lo que pueden ser reguladas por una ley ordinaria.

Para la delimitación del contenido eventual de la ley de presupuestos el Tribunal, en doctrina reiterada, ha establecido dos condiciones: La conexión directa con los gastos e ingresos del presupuesto o con los criterios de política económica general (SSTC 63/1986, FJ 12; 65/1987, FJ 4; y 65/1990, FJ 3) y la justificación de tal inclusión, toda vez que su ausencia supondría una restricción ilegítima de las competencias del poder legislativo, al disminuir sus facultades de examen y enmienda sin base constitucional (STC 65/1987, FJ 5), y afectaría al principio de seguridad jurídica, debido a la incertidumbre que una regulación de ese tipo origina (STC 65/1990, FJ 3).

Sobre tal base, el Tribunal Constitucional, antes de pasar a analizar el fondo del recurso, precisa que el art. 134 CE tiene por objeto una fuente normativa del Estado central o general (ley de presupuestos generales del Estado), cuyas reglas y principios no pueden aplicarse sin más por vía analógica a las instituciones autonómicas homólogas. De ahí que haya que dilucidar previamente si del bloque de la constitucionalidad aplicable a la Comunidad Autónoma de Canarias cabe deducir que sus leyes de presupuestos poseen similares materiales a los que se derivan del art. 134.2 CE para las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, en los términos antes expresados. Tras analizar las normas que integran el bloque de constitucionalidad de la Comunidad Autónoma de Canarias (LOFCA y Estatuto de Autonomía de Canarias), el Tribunal Constitucional constata —al margen de ciertas restricciones a las facultades parlamentarias pensadas, en la mayoría de los casos, para aquellas enmiendas de contenido netamente presupuestario al objeto de evitar el desequilibrio en las cuantías globales que integran el Presupuesto (con cita de la STC 27/1981, FJ 2; y la STC 65/1987, FF.JJ. 4 y 5)— la existencia de un principio general conforme al cual en la Ley autonómica de Presupuestos no pueden incluirse «normas que no guarden relación directa con el programa de ingresos y de gastos o con los criterios de la política económica en que se sustentan, o que no sean un complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del Presupuesto» (SSTC 174/1998, FJ 6; 130/1999, FJ 5).

4. Aclaradas las anteriores cuestiones, el Tribunal Constitucional entró a analizar la razonabilidad del recurso de inconstitucionalidad interpuesto. Un primer grupo de preceptos recurridos (art. 36 y las disposiciones adicionales decimosexta y vigesimosexta) guarda relación con las medidas restrictivas (las convocatorias se concentraban en plazas en los sectores, funciones y categorías profesionales considerados prioritarios, debiendo su número ser inferior al 25 por 100 de la tasa de reposición de efectivos) al ingreso de nuevo personal establecidas por el art. 17.4, norma básica, de la Ley 12/1996, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1997, dictada al amparo de los arts. 149.1.13.ª y 156.1 CE. De tal norma básica se hizo eco el recurrido art. 38.1 (párrafo primero) de la Ley 5/1996, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias de 1997, cuyas medidas el Tribunal Constitucional consideró que se hallaban justificadas con fundamento en las normas antes mencionadas y en la oferta de empleo público expresada a través de las mismas, concluyendo que el citado art. 36 guardaba directa relación con los criterios de la política económica del Gobierno al resultar complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del Presupuesto de la Comunidad Autónoma. Lo que se acreditaba por el hecho de que no se trataba de una promoción interna que, por su naturaleza netamente funcionarial, sería ajena a las decisiones de política económica que pueden tener acomodo en las leyes de presupuestos, sino porque con tales medidas se trataba de atender servicios públicos esenciales en el marco de una política restrictiva de empleo público que impide la creación de nuevas plazas.

A igual pronunciamiento favorable llega el Tribunal Constitucional respecto de la disposición adicional decimosexta de la Ley 5/1996, que establece las condiciones básicas de las convocatorias de procedimientos selectivos para adquirir la condición de personal laboral fijo —vinculadas a una oferta de empleo público con características singulares, estrechamente conectada con la oferta pública general de empleo para el mencionado ejercicio presupuestario— que excepcionalmente se realicen durante el ejercicio presupuestario de 1997, y, por ello, vinculadas con la política económica del Gobierno de Canarias, por lo que era razonable su acomodo en la Ley de Presupuestos, para la mejor inteligencia y ejecución de la misma.

Distinta conclusión alcanza el Tribunal Constitucional respecto de la disposición adicional vigesimosexta de la Ley 5/1996, que contempla un supuesto de movilidad interadministrativa de los funcionarios de las distintas instituciones públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias (Parlamento, Consejo Consultivo, Diputado del Común, Audiencia de Cuentas de Canarias, Administración de la Comunidad Autónoma), a iniciativa o con el consentimiento de éstos, siendo evidente que la norma carece de vinculación alguna con la previsión de gastos en materia de personal de la Comunidad Autónoma ni con la política general del ejecutivo autonómico al respecto. Se trata de una típica norma que se integra dentro de la materia de función pública (STC 174/1998, FJ 7) con vocación de permanencia en el tiempo y cuya ubicación natural sería, en consecuencia, la legislación específica que regula dicha materia. Por ello, la referida disposición adicional vigesimosexta ha de reputarse inconstitucional por exceder los límites materiales propios de la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Canarias.

5. Un segundo bloque de preceptos impugnados lo constituyen los arts. 37 y 41.2 y las disposiciones adicionales decimonovena y vigesimoprimera de la Ley 5/1996. En contra del parecer del Gobierno de Canarias, el Tribunal Constitucional consideró que el art. 37 (relativo a las medidas disciplinarias que puedan corresponder como consecuencia del incumplimiento injustificado del horario de trabajo) está claramente desconectado de cualquier finalidad estrictamente retributiva del personal al servicio de la Administración Pública (STC 234/1999, FJ5) y, por ende, con los gastos e ingresos que integran el Presupuesto o con la política económica de la que el mismo es instrumento, lo que lleva derechamente a declarar su inconstitucionalidad.

A igual conclusión llega respecto del art. 41, apartado segundo (retribuciones complementarias a cuenta que sigan percibiendo los funcionarios de la Comunidad una vez producido el cese en los puestos de trabajo a los que aquellas retribuciones correspondían), pues no se trata de una norma que tenga por objeto inmediato la regulación de un aspecto concreto de las retribuciones de los funcionarios, ni está directamente conectada con la previsión de gastos que por tal concepto hayan de figurar en el Presupuesto; y de la disposición adicional vigesimoprimera (cuyo apartado primero establece la adscripción definitiva de los funcionarios de carrera de la Administración de la Comunidad Autónoma a los puestos que se encontraran desempeñando en régimen de adscripción provisional, salvo que tales puestos tuvieran asignadas unas retribuciones complementarias superiores a las mínimas establecidas por el Decreto de homogeneización), pues, independientemente de las consecuencias económicas de tales medidas homogeneizadoras, la norma tiene como efecto principal el establecimiento de un sistema de adscripción definitiva de puestos de trabajo entre funcionarios de la Administración autonómica de Canarias, sistema que aparece en sí mismo absolutamente desconectado de la previsión presupuestaria de ingresos y gastos o de la política económica del Gobierno, por lo que el Tribunal Constitucional declaró su inconstitucionalidad, que, por conexión o consecuencia (art. 39.1 LOTC), arrastra la de los apartados segundo (remisión al sistema general de provisión definitiva de puestos por concurso para el caso de los funcionarios en adscripción provisional no afectados por el apartado anterior) y tercero (por partir igualmente de la validez de la adscripción definitiva contemplada en el apartado primero para reconocer a los funcionarios beneficiados por la misma la posibilidad de tomar parte en las convocatorias de concursos a celebrar con anterioridad al 31 de diciembre de 1997).

Por el contrario, el Tribunal Constitucional sí encuentra vinculación económica en el caso de la disposición adicional decimonovena, que modifica el art. 42.1 de la Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria, con la finalidad de extender a los funcionarios docentes de las Universidades canarias —en el caso de ser elegidos miembros del Parlamento de Canarias y de manera análoga a lo inicialmente previsto en el caso de los funcionarios de la Comunidad Autónoma— la posibilidad de acceder a la situación de servicios especiales y continuar percibiendo sus retribuciones en su Administración de origen, en este caso la Universidad donde vinieran desempeñando su actividad docente. La incidencia presupuestaria de tal medida se constata por la creación de una partida presupuestaria ampliable con la que afrontar las nóminas devengadas por esos funcionarios docentes en situación de servicios especiales.

6. Finalmente, el Tribunal Constitucional procedió a analizar las disposiciones adicionales decimocuarta (que crea en el seno de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, dentro del grupo A, Cuerpo Superior Facultativo, la Escala de Inspectores Farmacéuticos) y decimoquinta (conforme a la cual el acceso a la condición de funcionario del Cuerpo Superior Facultativo, escala Titulados Sanitarios de la especialidad de Farmacia Asistencial, no comportará obligación ni derecho alguno a disponer de oficina de farmacia) de la Ley 5/1996, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 1997. El Tribunal Constitucional estimó que se trata de normas de neto contenido funcionarial que carecen de conexión directa e inmediata con los ingresos y gastos que conforman el Presupuesto, sin que las futuras repercusiones presupuestarias, en el primer caso, puedan considerarse complemento necesario para la mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del actual Presupuesto (STC 130/1999, FJ 7). Tampoco es justificación —alegada por el Gobierno de Canarias— el exiguo contenido de la norma y la desmesura de tramitar una ley ad hoc, lo que rechaza el Tribunal Constitucional señalando que la extensión de los preceptos jurídicos nada tiene que ver con su trascendencia material ni tampoco constituye dato relevante que justifique su aprobación al margen de las categorías normativas y garantías anejas que constitucionalmente le corresponden. Menos aun cuando los proyectos o proposiciones de ley pueden ser tramitados en lectura única (art. 137 del Reglamento del Parlamento de Canarias entonces vigente; art. 142 en la actualidad).

Sentencia TC 25/2020, de 13 de febrero


Recurso de inconstitucionalidad 5531/2019

Ponente: Ricardo Enríquez Sancho

Materia: Función pública

1. Dictada en recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el presidente del Gobierno contra el artículo 47.1 de la Ley 7/2018, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para el ejercicio 2019. El precepto impugnado establece un fondo de acción social por importe de 9.250.636 €, frente a los 6.750.000 € del ejercicio anterior dispuestos en el art. 48.1 de la Ley 7/2017, de 27 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2018, cantidad superior a la que permite el art. 3.2 del Real Decreto-ley 24/2018, de 21 de diciembre, de carácter básico al amparo del art. 149.1.13.ª CE.

2. El recurso se funda en que la cuantía del fondo de acción social establecida por el precepto recurrido es superior a la autorizada por la normativa básica del Estado. Los representantes del legislativo y ejecutivo canarios, por un lado, niegan la condición básica del art. 3.2 del citado Real Decreto-ley 24/2018 al amparo del art. 149.1.13.ª CE; por otro, sostienen que el precepto recurrido (que se dirige a dar cumplimiento a contratos de seguro previamente concertados) encuentra amparo en la competencia autonómica sobre desarrollo legislativo en materia de función pública y personal de las administraciones públicas reconocida en el art. 107.c) del Estatuto de Autonomía de Canarias (EAC), que menciona expresamente «la acción social en todos los sectores materiales de prestación de los servicios públicos de la Comunidad Autónoma».

3. Antes de resolver la cuestión que se le plantea, el Tribunal Constitucional efectuó algunas precisiones sobre el recurso interpuesto.

La primera, sobre la pérdida de vigencia tanto de la ley impugnada como de la norma estatal de contraste, sustituidas, respectivamente, por la Ley 19/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2020, y por el Real Decreto-ley 2/2020, de 21 de enero, por el que se aprueban medidas urgentes en materia de retribuciones en el ámbito del sector público. Pero sus arts. 45.1 (de la primera) y 3.2 (del segundo) tienen un contenido análogo al de la norma aquí impugnada, por lo que no hay desaparición sobrevenida del objeto de este recurso ni modificación de la norma de contraste, al tratarse de «dos normas de vigencia temporal limitadas a un concreto ejercicio presupuestario» de una comunidad autónoma al amparo de competencias presupuestarias.

La segunda es que el objeto del recurso debe limitarse a los párrafos del precepto donde se fija la cuantía del fondo de acción social y su distribución, esto es, el párrafo inicial («se establece un fondo de acción social de carácter no consolidable por importe de 9.250.636 € que se distribuye de la siguiente forma») y los primeros párrafos de los subapartados a) y b), en los que se distribuye esta cuantía en dos secciones destinadas, una, a los gastos derivados de pólizas de seguros que cubren los riesgos de fallecimiento o invalidez permanente, y otra, a los demás gastos de acción social. Deben quedar al margen del recurso los segundos párrafos de cada uno de los mencionados subapartados, pues «la ausencia de reproches específicos omite así la esencial carga de los recurrentes, a quienes corresponde no solo abrir la vía para que el Tribunal pueda pronunciarse, sino también colaborar con la justicia constitucional mediante un pormenorizado análisis de las cuestiones que se suscitan, por lo cual, si no se atiende esta exigencia, se falta a la diligencia procesalmente requerida […] pues este Tribunal no puede reconstruir de oficio la demanda ni suplir las razones de los recurrentes, cuando estas no se aportan en su recurso» (STC 85/2016, de 28 de abril, FJ 2, con cita de otras).

4. La declaración de inconstitucionalidad se funda no en la contravención directa de la Constitución, sino de una norma de inferior rango dictada por el Estado en ejercicio de sus competencias. Nos encontramos, por tanto, ante una inconstitucionalidad mediata o indirecta, para cuyo concurso se precisan dos condiciones: en primer lugar, que la norma estatal infringida por la ley autonómica haya sido dictada legítimamente al amparo de un título competencial que la Constitución haya reservado al Estado; y, en segundo lugar, que la contradicción entre las normas estatal y autonómica sea efectiva e insalvable por vía interpretativa.

La primera comprobación que debe efectuarse atañe a la condición de norma básica de la norma estatal propuesta como parámetro mediato de constitucionalidad, desde la doble perspectiva formal y material. Formalmente, estamos ante una norma con rango de ley con expresa calificación como norma básica. Materialmente, el Tribunal Constitucional ha reconocido que el Estado puede, al amparo del art. 149.1.13.ª CE, establecer medidas de contención de gastos de personal vinculantes para las comunidades autónomas con «un doble fundamento: i) que las medidas no solo alcanzan a los funcionarios públicos sino también a todo el personal al servicio del sector público; y ii) que su carácter coyuntural y su eficacia limitada en el tiempo impiden integrarlas en la relación de servicio que delimita estructuralmente el régimen del personal al servicio del sector público. Este tipo de medidas de contención de gastos de personal, con la consecuente limitación de la autonomía presupuestaria de las comunidades autónomas, encuentra cobertura competencial también en el principio de coordinación con la hacienda estatal reconocido en el art. 156.1 CE, pues se relaciona con la responsabilidad del Estado de garantizar el equilibrio económico general» (SSTC 171/1996, de 30 de octubre, FJ 2; 103/1997, de 22 de mayo, FJ 1, y 148/2006, de 11 de mayo, FJ 6).

Los representantes del Gobierno y Parlamento canarios alegaron que la doctrina competencial sobre medidas de contención de gastos de personal se ha referido solamente a las retribuciones de los empleados públicos, condición que no tienen las ayudas de acción social. Pero, el Tribunal Constitucional resolvió que las medidas de contención de gasto de personal no pueden valorarse por referencia a un concepto legal, infraconstitucional, pues lo esencial para la valoración constitucional de las medidas de contención del gasto de personal son los fines perseguidos, y no la calificación jurídica de los medios empleados para su consecución. De conformidad con lo expuesto, la prohibición de que las comunidades autónomas incrementen sus gastos de acción social debe considerarse materialmente básica al amparo de los arts. 149.1.13.ª y 156.1 CE y encaja en los objetivos de contención de gastos de personal, priorización de las inversiones, control de la inflación y equilibrio y coordinación en el incremento de las rentas disponibles por los empleados públicos en todo el territorio nacional.

En cuanto al cambio de circunstancias respecto a los años inmediatamente posteriores a la crisis económica del año 2008 o la ausencia de justificación de por qué se permite un incremento de las retribuciones pero no de los gastos de acción social, se trata de factores que no permiten alterar la anterior conclusión. Según el Tribunal Constitucional, no le corresponde revisar «desde criterios técnicos o de mera oportunidad las decisiones adoptadas por el legislador» (SSTC 86/1982, de 23 de diciembre, FJ 1; 197/1996, de 28 de noviembre, FJ 8; 222/2006, de 6 de julio, FJ 4; 13/2007, de 18 de enero, FJ 4, y 45/2007, de 1 de marzo, FJ 4).

5. Establecido el carácter formal y materialmente básico de la norma de contraste, la segunda condición de la inconstitucionalidad mediata es que exista una contradicción efectiva e insalvable por vía interpretativa entre esa norma estatal de contraste (aquí el art. 3.2 del Real Decreto-ley 24/2018) y la norma autonómica recurrida (art. 47.1 de la Ley 7/2018, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias).

El precepto recurrido incrementa los gastos de acción social en el ejercicio 2019 respecto de los del ejercicio 2018, superando el tope máximo fijado por el Estado. Tope que no vacía la competencia autonómica en materia de acción social pues la comunidad autónoma es libre de destinar esa cantidad de dinero a unas u otras finalidades y no se le impide organizar y prestar directamente servicios en especie a esos mismos destinatarios específicos (empleados públicos) o aumentar sus partidas en materia de asistencia social general. En consecuencia, el Tribunal Constitucional concluyó en que había una contradicción efectiva e insalvable entre el precepto estatal de contraste y la norma recurrida.

6. Al cumplirse las dos condiciones de la inconstitucionalidad mediata, el Tribunal Constitucional estimó que la disposición recurrida, en los párrafos a que ha quedado ceñida la controversia, debe ser declarada inconstitucional y nula, declaración que debe proyectarse solo sobre el exceso respecto del importe del fondo de acción social establecido en la ley de presupuestos de la comunidad autónoma para el ejercicio anterior, es decir, en cuanto el fondo de acción social constituido en la norma recurrida para el ejercicio 2019 excede de 6.750.000 € (cuantía de ese fondo en el ejercicio 2018).

Sentencia TC 86/2009, de 23 de febrero


Recurso de inconstitucionalidad 8484/2008

Ponente: Guillermo Jiménez Sánchez

Materia: Función pública

1. Dictada en cuestión de inconstitucionalidad promovida por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran Canaria, respecto del inciso final del art. 82.2 a) de la Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública de Canarias, de acuerdo con el cual «en ningún caso el sueldo de los funcionarios pertenecientes a los cuerpos o escalas del grupo E podrá ser inferior al salario mínimo interprofesional». Para el citado órgano judicial esta previsión normativa vulnera lo dispuesto, con carácter básico, en el art. 24.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la función pública y, a su través, las competencias reservadas al Estado en el art. 149.1.1.ª, 13.ª y 18.ª CE.

2. Antes de entrar a analizar la razonabilidad constitucional de la cuestión planteada, el Tribunal Constitucional debió realizar dos precisiones de previa consideración. La primera, concierne a la relación del precepto legal cuestionado con la norma básica de contraste alegada por el tribunal que plantea la cuestión (el art. 24.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la función pública), modificado por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social. Modificación, no obstante, que no alteró su alcance básico, pues si el citado art. 24.1 disponía que «las cuantías de las retribuciones básicas serán iguales en todas las Administraciones Públicas para cada uno de los grupos en que se clasifican los Cuerpos, Escalas, Categorías o Clases de Funcionarios», después de la reforma esa igualdad se limitaba a «las cuantías de las retribuciones básicas de los párrafos a) y b) del apartado 2 del artículo 23». Toda vez que el sueldo, una de las retribuciones básicas de los funcionarios, figura en el párrafo a) del art. 23.2, expresamente mencionado en el art. 24.1, ambos de la Ley 30/1984, el Tribunal Constitucional concluye que el sueldo ha figurado siempre entre los conceptos retributivos de los funcionarios comprendidos en la base del art. 24.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la función pública.

La segunda precisión se refiere al juicio de relevancia del precepto autonómico, que, recuerda el Tribunal Constitucional, es «el esquema argumental del que resulte que el fallo que haya de dictarse en el proceso a quo depende de la validez o falta de validez de la norma cuestionada» (entre otras muchas, STC 141/2008, de 30 de octubre, FJ 4). El Ejecutivo autonómico defendía una interpretación del alcance del precepto legal cuestionado diferente de la sostenida por el auto de planteamiento de la cuestión (el inciso objeto de la cuestión de inconstitucionalidad no precisa a qué anualidad se refiere el salario mínimo interprofesional que debe tomarse en consideración como nivel mínimo del sueldo base de los funcionarios autonómicos del Grupo E, y a juicio del Ejecutivo autonómico ese salario mínimo interprofesional debe ser el aprobado y vigente al momento de elaboración de los presupuestos estatales y autonómicos del siguiente ejercicio). El Tribunal Constitucional estima, sin embargo, que no se aprecia deficiencia alguna en la formulación del juicio de relevancia por parte de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Primera del Tribunal Superior de Justicia de Canarias), con sede en Las Palmas de Gran Canaria, pues «ese juicio de relevancia no carece patentemente (esto es, sin necesidad de examinar el fondo debatido en el proceso judicial) de consistencia». Además, rechaza la interpretación sostenida por la representación procesal del Gobierno de Canarias en cuanto transforma la garantía de retribución básica mínima de los funcionarios del grupo E de la Comunidad Autónoma en una directriz material para la elaboración del correspondiente proyecto de ley de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma.

3. Resuelto el óbice procesal, el Tribunal Constitucional consideró que el canon de enjuiciamiento de la cuestión de inconstitucionalidad planteada concernía al art. 149.1.18.ª CE, ya que la norma cuestionada se incardinaba naturalmente en la competencia estatal para el establecimiento de las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos, descartando la propuesta efectuada por el auto de planteamiento que identificaba a los arts. 149.1.1.ª y 149.1.23.ª CE. En el primer caso, no solo porque tal precepto no se mencionó expresamente en la providencia de apertura del trámite de audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal del art. 35.2 LOTC, «trámite cuya importancia no puede minimizarse reduciéndola a un simple trámite carente de más trascendencia que la de su obligatoria concesión» (ATC 389/2008, de 17 de diciembre, FJ 2), sino porque el auto de planteamiento carece de desarrollo argumental. Por su parte, la no consideración del art. 149.1.13.ª CE responde al hecho de que el precepto básico cuestionado por el órgano judicial promotor de la cuestión (el art. 24.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto) no establece propiamente un límite máximo de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones (lo que podría ser reconducido al apartado 1.13.ª del art. 149 CE), sino que regula un aspecto —la determinación de un concepto retributivo— del régimen estatutario de los funcionarios públicos, es decir, no se discuten los límites al crecimiento de las retribuciones de los empleados públicos sino la regla general que garantiza la igualdad de uno de sus conceptos, el sueldo.

4. Según reiterada doctrina del Tribunal Constitucional (SSTC 103/1997, de 22 de mayo, FJ 2, y 148/2006, de 9 de mayo, FJ 6), la nivelación de las retribuciones básicas que figura en el art. 24.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, se encuadra sin violencia en la competencia exclusiva atribuida al Estado por el art. 149.1.18.ª CE para el establecimiento de las bases del régimen jurídico de la función pública, en la medida en que con la misma se trata de conseguir «una mínima y fundamental homogeneidad» en los derechos económicos de los funcionarios.

En consecuencia, el precepto cuestionado representa un obstáculo a esa nivelación desde el momento en que supedita la aplicabilidad general de las normas que la concretan y actualizan (particularmente, las disposiciones sobre retribuciones de las leyes anuales de presupuestos generales del Estado) al cumplimiento de una condición: que el sueldo de los funcionarios del grupo E deba ser, en todo caso, superior al salario mínimo interprofesional, lo que lleva a que el Tribunal Constitucional declarara su inconstitucionalidad y consiguiente nulidad.

Sentencia TC 196/2014, de 4 de diciembre


Recurso de inconstitucionalidad 219/2013

Ponente: Ricardo Enríquez Sancho

Materia: Función pública

1. Dictada en cuestión de inconstitucionalidad núm. 219/2013, promovida por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias contra el art. 41.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2011, por posible vulneración del principio de irretroactividad de las normas no favorables o restrictivas de derechos (art. 9.3 CE) en la medida de que no pretende ordenar un nuevo régimen pro futuro, menos favorable, sino incidir en las retribuciones ya devengadas en un ejercicio presupuestario vencido. La duda se proyecta respecto de un precepto sustancialmente idéntico al que fue objeto de la STC 219/2013, de 20 de mayo, que declaró inconstitucional y nulo el apartado cuatro del art. 27 de la Ley 5/2009, de 28 de diciembre, por motivos competenciales, al aplicar la reducción salarial del 5 por 100 al personal laboral no directivo de las sociedades mercantiles públicas cántabras.

2. Antes de resolver la cuestión de fondo planteada, el Tribunal Constitucional examinó algunas cuestiones procesales suscitadas por las partes y otras de consideración previa.

Respecto de las primeras, en el trámite de audiencia a las partes se planteó la posible inconstitucionalidad de dos preceptos (el artículo único, apartado 2, segundo párrafo de la Ley 7/2010, de 15 de julio, por la que se modifica la Ley 13/2009, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2010, y el art. 44.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2011). Sin embargo, el Auto de planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad se centró en el art. 44.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre porque, dado que en el período transcurrido entre el trámite de audiencia y el Auto de planteamiento de la cuestión se aprobó el ATC 162/2012, de 13 de septiembre, por el que se desestimó la cuestión de inconstitucionalidad, planteada también por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, respecto del artículo único, apartado 2, segundo párrafo, de la Ley 7/2010, de 15 de julio, no es factible, como regla general, plantear idéntica cuestión respecto de la misma norma y fundada en los mismos preceptos.

Por lo que se refiere al hecho de que en ningún momento del procedimiento a quo se alegó que la norma vulnerara el principio de irretroactividad, el Tribunal Constitucional recordó que para el planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad no se exige invocar en el proceso a quo la posible inconstitucionalidad de la norma aplicable al caso, sino que el juez o tribunal plantee la duda de constitucionalidad, concluido el procedimiento y dentro del plazo para dictar Sentencia, si considera que la norma aplicable al caso y de cuya validez depende el fallo puede ser contraria a la Constitución.

Por último, respecto de la alegación de que el Auto del Tribunal Superior de Justicia de Canarias incurre en incongruencia al omitir que en el trámite de audiencia quedó determinado que la inconstitucionalidad de la norma autonómica tenía fundamento en la infracción de la normativa básica estatal y que el efecto retroactivo de la ley autonómica abarcaba la vulneración de la norma básica. Diferencia que no constituye obstáculo para la admisión de la presente cuestión de inconstitucionalidad pues, como señaló la STC 166/1986, de 19 de diciembre, FJ 4, el trámite de audiencia de las partes y Ministerio Fiscal —que pueden poner de manifiesto que la posible contradicción se da no sólo en relación con el precepto o preceptos constitucionales mencionados en la providencia, sino también en relación a otros— tiene el doble objetivo de garantizar la audiencia de las partes cooperando «a que por el Juez o Tribunal se pondere debidamente la pertinencia de proceder al planteamiento de la cuestión y a que el objeto de ésta, en su caso, pueda quedar definitivamente delimitado» (ATC 875/1985, de 5 de diciembre, FJ 1). Por tanto, sin perjuicio de que la norma constitucional de contraste ha de ser, en principio, el art. 9.3 CE, el Tribunal Constitucional podrá fundar su juicio de constitucionalidad en cualquier otro precepto de la Constitución (art. 39.2 LOTC), lo que es manifestación del principio iura novit curia.

Respecto de las segundas, el Tribunal Constitucional precisa que el litigio a quo es un proceso laboral de conflicto colectivo trabado respecto al Instituto Tecnológico de Canarias, S.A., que tiene la condición de sociedad mercantil pública, por lo que su análisis se efectuará exclusivamente desde la perspectiva de aplicación de la norma a las sociedades mercantiles públicas.

3. El tenor de la norma cuestionada (art. 41.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2011), con precedentes que relata la sentencia dictada y que deben ser tenidos en cuenta para la adecuada comprensión de la norma cuestionada, es el siguiente: 1. A las retribuciones del personal de los entes del sector público autonómico con presupuesto estimativo que a fecha de 1 de marzo de 2011 no hubieran experimentado la reducción prevista en el artículo único de la Ley 7/2010, de 15 de junio, por la que se modifica la Ley 13/2009, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2010, se les aplicará, con efectos 1 de junio de 2010 y sin afectar a la paga extra de dicho mes, una reducción del cinco por ciento de las cuantías de cada uno de los conceptos retributivos que integran la nómina y que les corresponda percibir según los convenios colectivos que resulten de aplicación.

Antes de analizar la adecuación constitucional del precepto cuestionado por su eventual contradicción con el art. 9.3 CE, el Tribunal Constitucional consideró pertinente analizar la competencia del legislador autonómico para regular la aludida materia, que, de no existir, determinaría la inconstitucionalidad del precepto cuestionado por vulneración del régimen de distribución de competencias, lo que constituye un prius sobre la eventual inconstitucionalidad derivada del carácter retroactivo de la disposición cuestionada. En efecto, aunque son los órganos judiciales los que delimitan el objeto de las cuestiones de inconstitucionalidad, ello no significa que tal facultad no pueda ser ejercitada por este Tribunal en aquellos supuestos en los que la norma cuestionada pueda, apreciablemente, incurrir en inconstitucionalidad por vulneración de precepto constitucional distinto del invocado por el órgano judicial cuestionante (STC 113/1989, de 22 de junio, FJ 2. En el mismo sentido, STC 295/2006, de 11 de octubre, FJ 5). Y esto es lo que sucede precisamente en este supuesto, pues en la STC 219/2013, de 19 de diciembre, se afirmó el carácter básico de la disposición adicional novena del Real Decreto-ley 8/2010 y la consecuente vulneración de los arts. 149.1.13.ª y 156.1 CE por la norma autonómica que establece una reducción salarial del 5 por 100 para el personal de las sociedades mercantiles públicas con efectos de 1 de junio de 2010; duda constitucional que, por otro lado, fue planteada por el Tribunal Superior de Justicia de Canarias en la providencia de 25 de enero de 2012.

El precepto cuestionado es contrario a lo dispuesto en una norma estatal —la disposición adicional novena del Real Decreto-ley 8/2010— que tiene la condición de básica, formal y materialmente, ex arts. 149.1.13.ª y 156.1 CE. Por ello, el cuestionado art. 41.1 de la Ley canaria 11/2010, contradice de forma patente la norma básica estatal (disposición adicional novena del Real Decreto-ley 8/2010), en tanto que, mediante su referencia a los entes del sector público autonómico con presupuesto estimativo, dispone la aplicación de dicha reducción a las retribuciones del personal de las sociedades mercantiles públicas con efectos de 1 de junio de 2010. Tal contradicción no puede ser salvada por vía interpretativa. Y ello porque, como se afirmaba en la STC 219/2013, FJ 6, el legislador básico estatal, «ha querido establecer un trato homogéneo para el personal laboral no directivo de las sociedades mercantiles públicas en todo el territorio nacional, disponiendo que a este personal no le sea directamente aplicable la regla general de reducción salarial del 5 por 100 en cómputo anual, sin perjuicio de que pueda pactarse la aplicación de esa reducción salarial mediante la negociación colectiva».

4. Alcanzada esta conclusión, el Tribunal Constitucional consideró necesario pronunciarse acerca de la modulación del alcance de nuestra declaración de inconstitucionalidad y nulidad que, siguiendo en este punto la doctrina recogida —entre otras muchas— en las SSTC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 11; 180/2000, de 29 de junio; FJ 7, 365/2006, de 21 de diciembre, FJ 8, y 161/2012, de 20 de diciembre, FJ 7, no sólo habrá de preservar la cosa juzgada (art. 40.1 LOTC), sino que, igualmente, en virtud del principio constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3 CE), no se extenderá a las posibles situaciones administrativas firmes.

En fin, declarada la inconstitucionalidad y nulidad del art. 41.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2011, en tanto aplicable a las sociedades mercantiles públicas, por vulnerar el orden constitucional de distribución de competencias, ello eximió al Tribunal Constitucional de pronunciarse sobre la vulneración del art. 9.3 CE.

El parecer mayoritario del Tribunal Constitucional expresado en la sentencia dictada se vio acompañado por el voto particular formulado por el Magistrado don Luis Ignacio Ortega Álvarez, al que se adhieren los Magistrados don Andrés Ollero Tassara y don Fernando Valdés Dal-Ré.

Considera el voto particular que la sentencia ha distorsionado el sentido de la cuestión de inconstitucionalidad ya que la duda concernía al art. art. 41.1 de la Ley 11/2010, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de esa Comunidad Autónoma para 2011, pues la posible vulneración de los arts. 149.1.13.ª, 149.1.18.ª y 153.1 CE quedó finalmente excluida de la duda de constitucionalidad, que se ceñía exclusivamente a la infracción del art. 9.3 CE. Sin embargo, el Tribunal no examina esta duda, sino que, invocando el art. 39.2 LOTC (conforme al cual el Tribunal Constitucional podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el curso del proceso) enjuicia el art. 41.1 cuestionado desde la perspectiva de la distribución constitucional y estatutaria de competencias, al amparo de las SSTC 219/2013 y 5/2014 que abordaron la cuestión desde la perspectiva competencial, por lo que la duda del órgano judicial ha quedado imprejuzgada.

Por lo demás, el voto cuestiona tanto que el examen competencial de la cuestión es «un prius sobre la eventual inconstitucionalidad derivada del carácter retroactivo de la disposición cuestionada» (pues una cosa es que haya competencia, que la hay, y otra distinta es si la misma se ha ejercido respetando las bases estatales, por lo que decae la afirmación de que el análisis competencial ha de preceder, en todo caso, al examen de la duda sustantiva planteada por el órgano judicial) como que la facultad del art. 39.2 LOTC puede ser ejercitada por el Tribunal Constitucional «en aquellos supuestos en los que, con cierto grado de certeza inicial, sea apreciable que la norma cuestionada puede incurrir en inconstitucionalidad por vulneración de precepto constitucional distinto del invocado por el órgano judicial cuestionante» (no solo porque en los precedentes se resolvía primero la duda planteada y luego la que el propio Tribunal se autoplanteó, sino porque para la sentencia dictada no parece haber límite para la aplicación de la facultad del art. 39.2 LOTC en las cuestiones de inconstitucionalidad, cuya interpretación expansiva lleva a eludir el previo análisis de la duda de constitucionalidad planteada por el órgano judicial a partir del precepto aplicable en el proceso a quo).

Tal entendimiento amplio de la facultad del art. 39.2 LOTC hace también que la Sentencia modifique la norma cuestionada, pues el juez no tiene dudas sobre la reducción salarial que, sobre retribuciones no percibidas, produciría efectos a partir de 1 de enero de 2011, sino, solamente, sobre la reducción salarial que se aplica entre el 1 de junio de 2010 y el 1 de enero de 2011. Lo que significaría que la sentencia ha modificado el objeto de la cuestión de inconstitucionalidad, pues si el Tribunal puede analizar motivos de inconstitucionalidad distintos a los alegados en el Auto de planteamiento, no puede modificar los términos de la duda planteada. El Tribunal hubiera debido limitar su análisis a la duda planteada (reducción salarial del período 1 de junio de 2010-1 de enero 2011 pues no tiene dudas de la reducción a partir del 1 de enero de 2011), y si concluyera que el inciso concreto vulneraba las competencias estatales, entonces, por vía de conexión o consecuencia, en virtud del art. 39.1 LOTC, podría analizar la eventual inconstitucionalidad de todo el precepto, al margen de su posible relevancia para la resolución del presente caso.

Sentencia TC 116/2022, de 27 de septiembre


Recurso de inconstitucionalidad 5344/2021

Ponente: Ramón Sáez Valcárcel

Materia: Función pública

1. Dictada en cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife, respecto del art. 1 de la Ley del Parlamento de Canarias 18/2019, de 2 de diciembre, de medidas urgentes de ordenación del empleo público en las Administraciones canarias (Adjudicación de los puestos de trabajo derivados de la ejecución de las ofertas de empleo público correspondientes a los ejercicios 2015, 2016, 2017 y 2019), con el siguiente contenido: «Las plazas inicialmente incluidas en las ofertas de empleo público de 2015, aprobada mediante Decreto 46/2015, de 9 de abril; de 2016, aprobada mediante Decreto 152/2016, de 12 diciembre; de 2017, aprobada mediante Decreto 249/2017, de 26 diciembre; y, la que correspondiera al año 2019, en el turno libre podrán ser incrementadas con las correspondientes a las ofertadas en promoción interna y turno de discapacidad que no hayan sido cubiertas en los procesos correspondientes.

La adjudicación de puestos de trabajo a quienes hayan superado o superen los procesos selectivos derivados de las referidas ofertas de empleo público, OEP, de 2015, 2016, 2017 y 2019 se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto en los preceptos de esta ley y, en particular, se ajustará a las siguientes reglas:

1.  Quienes resulten seleccionados en las convocatorias derivadas de las referidas ofertas de empleo público correspondientes a los años 2015, 2016, 2017 y 2019 tomarán posesión de los puestos de trabajo que se les oferten y elijan, con carácter provisional. Sin perjuicio del reconocimiento, cuando proceda, de sus servicios previos, su antigüedad será computada desde la fecha de su toma de posesión, a todos los efectos, tanto retributivos como de promoción profesional, y el tiempo servido en puestos a los que el citado personal funcionario se haya adscrito provisionalmente se computará para la adquisición, reconocimiento y consolidación del grado personal.

2.  El Gobierno de Canarias vendrá obligado a convocar los correspondientes concursos de provisión de puestos, en el ámbito de la administración general, a la finalización de los procesos selectivos de las ofertas públicas de empleo de los años indicados y, en todo caso, antes del día 1 de julio de 2021».

El órgano judicial proponente cuestiona la compatibilidad del precepto con la normativa básica estatal relativa al régimen estatutario de los funcionarios públicos, particularmente, con la exigencia de que la adscripción del funcionario de carrera de nuevo ingreso a su primer puesto de trabajo tenga carácter definitivo; exigencia que derivaría de los arts. 18.4, 20.1.a) y 21 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la función pública, y de su Reglamento de desarrollo, en cuanto contradice la normativa básica estatal reguladora del régimen estatutario de los funcionarios públicos (art. 149.1.18.ª CE), extremo al que el Tribunal Constitucional ciño su enjuiciamiento.

2. Con carácter previo al examen de la cuestión planteada, el Tribunal Constitucional precisó que la duda no afectaba al párrafo primero del precepto, sino al segundo, en sus dos subapartados, pues lo que se cuestiona es el carácter provisional (y, por lo tanto, no definitivo) de la adscripción al primer puesto de trabajo que se adjudique a los funcionarios de carrera de nuevo ingreso que accedan a la función pública canaria en virtud de la ejecución de las ofertas de empleo público correspondientes a los ejercicios 2015, 2016, 2017 y 2019 (párrafo segundo, subapartado primero).

Este régimen de adscripción provisional se completa con dos previsiones adicionales que no se acogen directamente en el auto de planteamiento, pero que, al formar una unidad de sentido con aquel, fueron asimismo objeto de enjuiciamiento. La primera de estas reglas complementarias es el reconocimiento de los derechos retributivos y de promoción profesional propios de la adscripción definitiva a quienes, en aplicación de la norma, se vean adscritos a su primer puesto de trabajo con carácter provisional (párrafo segundo, subapartado primero). La segunda previsión complementaria, cuya constitucionalidad sí se cuestiona expresamente con el argumento de su carácter accesorio respecto de la regla de la adscripción provisional, consiste en la imposición sobre el Gobierno de Canarias de la obligación de convocar los correspondientes concursos de provisión de puestos, obligación que ha de cumplirse dentro de un límite temporal máximo (párrafo segundo, subapartado segundo).

Las partes personadas parecen asumir que la cuestión se ha planteado por otros motivos adicionales al estrictamente competencial (carácter presuntamente singular o de caso de la disposición legal cuestionada), pero el auto de planteamiento no realiza ninguna alusión alguna al respecto. Así pues, la cuestión de inconstitucionalidad se formula en términos de inconstitucionalidad mediata o indirecta, lo que exige determinar si la norma estatal que se reputa infringida ha sido legítimamente dictada por el Estado al amparo del correspondiente título competencial básico y si tal norma es de carácter básico tanto en sentido tanto material como formal; y, si así fuere, si el precepto autonómico la contradice de modo efectivo e insalvable por vía interpretativa (por todas, STC 19/2022, de 9 de febrero, FJ 2, y las allí citadas).

El art. 149.1.18.ª CE atribuye al Estado la competencia exclusiva para establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos (ámbito en el que ha de entenderse comprendida, en principio, la normación relativa a la adquisición y pérdida de la condición de funcionario, a las condiciones de promoción en la carrera administrativa y a las situaciones que en esta puedan darse, a los derechos y deberes y responsabilidad de los funcionarios y a su régimen disciplinario, así como a la creación e integración, en su caso, de cuerpos y escalas funcionariales y al modo de provisión de puestos de trabajo al servicio de las administraciones públicas), mientras que a las comunidades autónomas corresponde la competencia de desarrollo legislativo y de ejecución, de acuerdo con aquella legislación básica. Para acreditar la contradicción entre las normas estatal y autonómica resulta necesario verificar si la contradicción entre ambas existe y es verdadera y real, de modo que no pueda ser salvada con una interpretación de la norma cuestionada conforme con la Constitución (STC 4/1981, de 2 de febrero), lo que es consecuencia del principio de conservación de la ley (SSTC 63/1982, de 20 de octubre, y 16/1998, de 26 de enero), que habilita al Tribunal Constitucional para concluir que, de esa manera interpretada, la norma impugnada no sería contraria al orden constitucional de competencias (por todas, STC 113/2010, de 24 de noviembre, FJ 2).

3. La Ley 30/1984 configura como sistemas ordinarios de provisión de puestos de trabajo el concurso y la libre designación con convocatoria pública, Frente a estos mecanismos ordinarios de provisión, la adscripción provisional se regula en la Ley 30/1984 con una vocación eminentemente restrictiva y residual, únicamente para supuestos tasados y expresamente definidos en la propia ley, y siempre supeditada a que esos supuestos no puedan afrontarse a través de los mecanismos ordinarios del concurso y la libre designación. Es aplicable a aquellos funcionarios que cesen en un puesto de trabajo (incluyendo los casos de supresión de tal puesto) sin obtener otro por los sistemas de concurso o de libre designación con convocatoria pública y a los funcionarios de carrera que reingresen al servicio activo y no tengan reserva de plaza y destino. La finalidad de este mecanismo básico es correctora de supuestos incidentales, al garantizar en todo caso el desempeño de un puesto de trabajo a los funcionarios de carrera y, con ello, proteger su carrera administrativa, al margen de que sirva también, indirectamente, para facilitar la flexibilidad organizativa de las administraciones públicas.

En atención a lo hasta ahora expuesto, el Tribunal Constitucional concluyó que el modelo básico de función pública diseñado por la Ley 30/1984 incluye que la exigencia de que la adscripción del funcionario de carrera de nuevo ingreso a su puesto de trabajo tenga carácter definitivo. Además, el régimen de adscripción de los funcionarios de carrera de nuevo ingreso que resulta de la Ley 30/1984 no solo no contradice, sino que es plenamente coherente con el que deriva del vigente texto refundido del estatuto básico del empleado público, conforme al cual la adscripción definitiva al puesto de trabajo del funcionario de nuevo ingreso forma parte del modelo básico de función pública diseñado por el texto refundido de la Ley del estatuto básico del empleado público.

Niegan la existencia de contradicción los representantes del Parlamento y del Gobierno canario, así como la fiscal general del Estado. Señalan, en síntesis, que el precepto cuestionado sería compatible con la legislación básica estatal debido a su limitado ámbito personal y temporal de aplicación; a su legítima finalidad, consistente en proteger la eficacia de la Administración y en conciliar los intereses contrapuestos de los funcionarios de nuevo ingreso y de los ya incorporados a la función pública canaria con anterioridad; y a la equiparación que la propia norma hace entre los efectos de la adscripción provisional y los de la adscripción definitiva, por lo que atañe a los derechos a la promoción profesional, la consolidación de grado personal, la antigüedad y los derechos retributivos de los funcionarios de nuevo ingreso. Pero, pese a que el Tribunal Constitucional consideró legítimos tales objetivos, los mismos no habilitan al legislador autonómico para desnaturalizar la adscripción provisional, tal y como ha sido regulada por el legislador básico estatal, para convertirla en una forma de desempeño de un puesto de trabajo obtenido a través de la superación de los procedimientos de acceso a la función pública. Tampoco consideró de recibo el argumento de que la contradicción vendría salvada por el hecho de que al funcionario de nuevo ingreso provisionalmente adscrito a su puesto se le reconocen los derechos retributivos y de carrera profesional, incluidos los relativos al grado personal, propios de la adscripción definitiva, por cuanto nada añade a lo ya previsto en la legislación básica estatal y, a pesar del reconocimiento de tales derechos, la contradicción del precepto autonómico examinado con la normativa estatal persiste, porque aquel impone sobre los funcionarios afectados una situación de interinidad y una obligación de concursar no previstos por la normativa básica para los funcionarios de nuevo ingreso.

4. Por los motivos expuestos, el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad de la regla de la adscripción provisional de los funcionarios de nuevo ingreso prevista en el segundo párrafo del art. 1 de la Ley del Parlamento de Canarias 18/2019, debido a su contradicción con el carácter definitivo que a dicha adscripción atribuye el art. 18.4 de la Ley 30/1984, en conexión con los arts. 20.1, 21.2 b) y 29 bis de dicha ley. La declaración de inconstitucionalidad debe conducir a la de nulidad, conforme al criterio general sentado por el art. 39.1 LOTC, y la nulidad ha de alcanzar también a las dos reglas complementarias recogidas en el párrafo segundo del art. 1 de la Ley del Parlamento de Canarias 18/2019, debido a su indisociable conexión con la norma declarada inconstitucional y nula, en cuya ausencia carecen de todo sentido. Ahora bien, la declaración de nulidad debió ser precisada.

En primer lugar, la declaración de nulidad no puede afectar a la condición de funcionario de carrera de quienes hubiesen adquirido dicha condición a través de la toma de posesión de un puesto de trabajo asignado en régimen provisional, debiéndosele reconocer los derechos propios de la adscripción definitiva obtenida a través de los procedimientos ordinarios de provisión de puestos de trabajo, también regidos por los principios de mérito y capacidad.

En segundo lugar, la norma declarada inconstitucional y nula afecta tanto a la estabilidad de las plantillas de funcionarios que conforman la función pública canaria como al estatuto jurídico de los propios funcionarios, incluyendo no solo a los de nuevo ingreso que hubiesen sido provisionalmente adscritos a su primer destino, sino también a quienes se hubiesen incorporado a la función pública con anterioridad y participen en los concursos de provisión de puestos previstos por el precepto anulado. En este contexto, la declaración de inconstitucionalidad y nulidad conlleva que deban declararse definitivos los nombramientos provisionales que aún subsistan, en su caso. Ahora bien, el principio constitucional de seguridad jurídica reclama que la declaración de inconstitucionalidad y nulidad no permita revisar la adjudicación de plazas en régimen de adscripción definitiva producida a través de los concursos convocados al amparo de la norma anulada, salvo aquellos respecto de los cuales se hayan entablado procedimientos administrativos o procesos judiciales en relación con el nombramiento provisional en los que aún no haya recaído resolución firme.

Sentencia TC 127/2022, de 11 de octubre


Recurso de inconstitucionalidad 6113/2021

Ponente: Ricardo Enríquez Sancho

Materia: Función pública

1. Dictada en cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife, en relación con el artículo primero de la Ley del Parlamento de Canarias 18/2019, de 2 de diciembre, de Medidas urgentes de ordenación del empleo público en las administraciones canarias. Este precepto (Adjudicación de los puestos de trabajo derivados de la ejecución de las ofertas de empleo público correspondientes a los ejercicios 2015, 2016, 2017 y 2019) dispone que «Las plazas inicialmente incluidas en las ofertas de empleo público de 2015, aprobada mediante Decreto 46/2015, de 9 de abril; de 2016, aprobada mediante Decreto 152/2016, de 12 diciembre; de 2017, aprobada mediante Decreto 249/2017, de 26 diciembre; y, la que correspondiera al año 2019, en el turno libre podrán ser incrementadas con las correspondientes a las ofertadas en promoción interna y turno de discapacidad que no hayan sido cubiertas en los procesos correspondientes.

La adjudicación de puestos de trabajo a quienes hayan superado o superen los procesos selectivos derivados de las referidas ofertas de empleo público, OEP, de 2015, 2016, 2017 y 2019 se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto en los preceptos de esta ley y, en particular, se ajustará a las siguientes reglas:

1.  Quienes resulten seleccionados en las convocatorias derivadas de las referidas ofertas de empleo público correspondientes a los años 2015, 2016, 2017 y 2019 tomarán posesión de los puestos de trabajo que se les oferten y elijan, con carácter provisional. Sin perjuicio del reconocimiento, cuando proceda, de sus servicios previos, su antigüedad será computada desde la fecha de su toma de posesión, a todos los efectos, tanto retributivos como de promoción profesional, y el tiempo servido en puestos a los que el citado personal funcionario se haya adscrito provisionalmente se computará para la adquisición, reconocimiento y consolidación del grado personal.

2.  El Gobierno de Canarias vendrá obligado a convocar los correspondientes concursos de provisión de puestos, en el ámbito de la administración general, a la finalización de los procesos selectivos de las ofertas públicas de empleo de los años indicados y, en todo caso, antes del día 1 de julio de 2021».

2. La duda de constitucionalidad se fundaba en la incompatibilidad de la norma citada con la exigencia básica de que la adscripción del funcionario de carrera de nuevo ingreso a su primer puesto de trabajo debe tener carácter definitivo, por lo que se vulneraba la competencia exclusiva del Estado sobre las bases del régimen estatutario de sus funcionarios (art. 149.1.18.ª CE). Ahora bien, la cuestión de inconstitucionalidad planteada tiene por objeto un precepto cuyo segundo párrafo, en sus dos subapartados, ya ha sido declarado inconstitucional y nulo por la STC 116/2022, de 27 de septiembre, por lo que la duda planteada ha quedado resuelta y, en consecuencia, ha perdido su objeto conforme a la reiterada doctrina del Tribunal Constitucional [SSTC 47/2017, de 27 de abril, FJ 3 c); 49/2017, de 8 de mayo, FJ 4; 55/2017, de 11 de mayo, FJ 3 c); 60/2018, de 4 de junio, FJ 3, y 153/2019, de 25 de noviembre, FJ único b)].

Razonaba la citada STC 116/2022 que, frente a los mecanismos ordinarios de provisión de puestos de trabajo, la aplicación de la adscripción provisional tiene carácter restrictivo y residual, pues solo procede cuando no puedan aplicarse los sistemas ordinarios de provisión y en los supuestos tasados expresamente definidos en la propia ley. De ahí que se produzca sin previa convocatoria pública y sin verdadero procedimiento competitivo basado en criterios de mérito y capacidad. Para la Ley 30/1984 la adscripción provisional solo es aplicable a aquellos funcionarios que cesen en un puesto de trabajo (incluyendo los casos de supresión de tal puesto) sin obtener otro por los sistemas de concurso o de libre designación con convocatoria pública y para los que reingresen al servicio activo y no tengan reserva de plaza y destino. Para el legislador básico estatal la adscripción provisional es una solución transitoria para supuestos incidentales en los que en ningún caso se encuentran los funcionarios de carrera de nuevo ingreso. Régimen que resulta plenamente coherente con el que deriva del vigente texto refundido del estatuto básico del empleado público, del que forma parte la adscripción definitiva al puesto de trabajo del funcionario de nuevo ingreso.

El Tribunal Constitucional rechazó la constitucionalidad del precepto cuestionado fundada en la necesidad de la incorporación inmediata de los funcionarios de nuevo ingreso a sus puestos de trabajo (lo que desnaturaliza la adscripción provisional tal y como ha sido regulada por el legislador básico estatal) y en que al funcionario de nuevo ingreso provisionalmente adscrito a su puesto se le reconocen los derechos retributivos y de carrera profesional propios de la adscripción definitiva. Y es así porque, además de que es la legislación básica la que liga tales derechos al desempeño de un puesto de trabajo obtenido en virtud de procedimientos respetuosos de los principios de mérito y capacidad, los funcionarios afectados, en cuanto adscritos provisionalmente, quedarían en situación de interinidad y obligados a concursar, lo cual no está previsto por la normativa básica para los funcionarios de nuevo ingreso.

3. El alcance de la declaración de inconstitucionalidad resuelta fue objeto de especial pronunciamiento por parte del Tribunal Constitucional. La norma declarada inconstitucional y nula afecta tanto a la estabilidad de las plantillas de funcionarios como al estatuto jurídico de los propios funcionarios (tanto a los de nuevo ingreso que hubiesen sido provisionalmente adscritos a su primer destino como a quienes se hubiesen incorporado a la función pública con anterioridad y participen en los concursos de provisión de puestos previstos por el precepto anulado). En consecuencia, la declaración de inconstitucionalidad es compatible con que se declaren definitivos los nombramientos provisionales que subsistan y, por exigencia del principio de seguridad jurídica, con que no proceda revisar la adjudicación de plazas en régimen de adscripción definitiva producida a través de los concursos convocados al amparo de la norma anulada, salvo aquellos respecto de los cuales se hayan entablado procedimientos administrativos o procesos judiciales en relación con el nombramiento provisional en los que aún no haya recaído resolución firme.

4. Ha de significarse que la doctrina de esta Sentencia se reitera, por remisión, en las SSTC que seguidamente se indican, dictadas en cuestiones de inconstitucionalidad promovidas todas ellas en relación con el art. 1 de la Ley del Parlamento de Canarias 18/2019, de 2 de diciembre, de Medidas urgentes de ordenación del empleo público en las administraciones canarias: STC 128/2022, de 11 de octubre de 2022 (cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife), STC 129/2022, de 11 de octubre de 2022 (cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife), STC 134/2022, de 26 de octubre (cuestión de inconstitucionalidad promovida por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 2 de Santa Cruz de Tenerife), STC 135/2022, de 26 de octubre (cuestión de inconstitucionalidad promovida por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias), STC 136/2022, de 26 de octubre (cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife), STC 137/2022, de 26 de octubre (cuestión de inconstitucionalidad promovida por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife) y STC 138/2022, de 26 de octubre (cuestión de inconstitucionalidad promovida por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Santa Cruz de Tenerife).
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